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Resumen 

Siguiendo los lineamientos de la Disciplina que debe existir en las fuerzas militares 

y su evolución histórica en el aspecto educativo, es necesario puntualizar sí los 

soldados Profesionales pertenecientes al Ejercito Nacional Colombiano tienen los 

conocimientos primordiales en Derechos Humanos y Derecho Internacional 

Humanitario para afrontar las nuevas políticas estatales sin incurrir en faltas 

disciplinarias. 
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Abstract 

Following the guidelines of the Discipline that must exist in the military and its 

historical development in the educational aspect, it must be stated yes Professionals 

soldiers from the Colombian National Army have primary expertise in human rights 

and international humanitarian law to meet the new policies state without incurring 

disciplinary offenses. 
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INTRODUCCIÓN 

 

Con el presente trabajo, se pretende plantear la importancia que tiene la educación 

de los miembros que hacen parte de la fuerza pública en Colombia, para ello se 

analiza históricamente el desarrollo de la labor educativa dentro de la institución, y 

se busca visibilizar que la educación es una herramienta fundamental para el actuar 

cotidiano de los miembros de la fuerza en los diferentes niveles jerárquicos en 

especial con los Soldados Profesionales, quienes están en las misiones en terreno 

y deben Obediencia Debida a sus superiores jerárquicos que cimientan el mando 

mediante órdenes.  

Allí se encuentra un primer problema, no es necesario ser bachiller para unirse a la 

fuerza y en la Escuela Militar se enseña el uso de las armas pero no se profundiza 

en que ellos comprendan las actividades que realizan a nombre de nuestro país, es 

así como han sucedido hechos lamentables como los falsos positivos y que en ellos 

se han visto involucrados miembros de la Institución. Colombia con el fin de cumplir 

con los protocolos internacionales sobre Derechos Humanos y Derecho 

Internacional Humanitario ha empezado a sancionar disciplinaria y penalmente 

diferentes acciones cometidas por los miembros del Ejército Nacional, pero no ha 

tenido en cuenta la necesidad de educar a toda la Fuerza, no sólo a quienes tienen 

el grado de Oficiales y Suboficiales, porque precisamente quienes están en el 

campo de batalla son los Soldados Profesionales, y son ellos los que se han visto 

incursos en las diferentes investigaciones disciplinarias. 

La nueva reglamentación exige un cambio en las políticas educativas del Ejercito 

Nacional, ya que con la profesionalización de los soldados profesionales se podría 

velar por los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario 

 

 

 

El Ejército Colombiano  

 



El Ejército Nacional es una de las entidades del Estado más grandes y de 

mayor tradición que tienen a su mando Oficiales, Suboficiales, Soldados 

Profesionales, Soldados Regulares, Soldados Campesinos y Soldados Bachilleres 

que se desempeñan en la parte administrativa y en las áreas rurales de los 

diferentes Comandos, Divisiones, Brigadas y Batallones, cumpliendo con la función 

fundamentada en la Constitución Política de Colombia en su Artículo 217 que a la 

letra dice: “La Nación tendrá para su defensa unas Fuerzas Militares permanentes 

constituidas por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. Las Fuerzas Militares 

tendrán como finalidad primordial la defensa de la soberanía, la independencia, la 

integridad del territorio nacional y del orden constitucional” (Constitucion Politica de 

Colombia, 1991) 

Las Unidades que se encuentran en el área de operaciones están integradas 

en su mayoría por Soldados Profesionales quienes se denominaban Soldados 

Voluntarios, en el momento de cambiar su condición mejoraron los beneficios 

económicos,  salud, pensión, vivienda; los que exponen sus vidas y están al frente 

de los combates son los Soldados Profesionales al mando de suboficiales y oficiales 

que se encargan de imponer las directrices que se deben desempeñar mediante 

Ordenes que no son otra cosa que las reglas de juego en la movilización de la tropa 

en determinado territorio del país. 

El personal de oficiales que integran las Fuerzas Militares son hombres y 

mujeres profesionales en ciencias militares que inician una carrera universitaria, 

estudios que culminaran para el ascenso a Teniente Coronel, aproximadamente 18 

años después de salir de la Escuela Militar de Cadetes, dependiendo de las 

“necesidades del servicio”.  Esta capacitación será suficiente para tener al mando 

grupos incontables de suboficiales y soldados de toda clase y denominación. 

Los Suboficiales son personal capacitado en un nivel técnico en diferentes 

carreras, pero su profesionalización es de dos años y por tal razón es más definido, 

que el de los oficiales, conocimiento que se le inculca en la escuela “Inocencio 

Chinca” que es lugar donde realizan sus primeros acercamientos a la doctrina 

castrense.  



Por otra parte, están los soldados Profesionales quienes se incorporan 

mediante nombramiento por orden de personal de las distintas fuerzas dependiendo 

de las necesidades del servicio y la planta de personal que sea aprobada por el 

Gobierno Nacional, una vez incorporados ingresan a la Escuela para Soldados 

Profesionales “ESPRO”.  

 

 

Evolución Histórica De La Profesionalización De La Fuerza 

 

De lo que es ahora las escuelas de formación tanto para oficiales como para 

suboficiales se ha avanzado mucho desde los inicios del Ejercito Nacional pues para 

“el año de 1876-1877 se fortaleció el profesionalismo y la permanencia de la 

Guardia, con lo cual el decenio de 1880 se abrió no solo con la Escuela de Ingeniería 

Civil y Militar, sino con el primer Código Militar colombiano, fuente de todos los 

procesos de restauración de la carrera militar, de su organización permanente, sus 

grados, honores y pensiones” (Martínez, 2012, P.10) 

De la historia se destaca que una vez reunidos cierta cantidad de hombres 

que se unieron con el fin de la independencia, muchos de ellos no tenían un nivel 

de educación básico pues eran campesinos con armas, en la lucha que para ese 

tiempo se convirtió en su único objetivo;  sin embargo ya organizados debía haber 

una reglamentación la cual se creó con el código militar de 1881 el cual dispuso que 

en todos los cuerpos del Ejercito tuvieran una escuela primaria por cada sesenta 

(70) individuos de tropa dadas en las escuelas elementales, todo con el objetivo de 

sacar del oscurantismo a los miembros que pertenecían a la tropa del ejercito de 

esos tiempos, lo cual en principio se le encomendó la difícil tarea a la Capellanía 

General del Ejercito la cual se encargó de instruir civilmente a los soldados junto 

con la respectivas clases de religión y moral, lo anterior fue un proyecto muy 

ambicioso todo con el propósito de que el ejército tuviera tropa respetable y 

civilizada la idea era que los oficiales se formaran con conocimiento en el arte y las 

tácticas de la guerra, labor que no fue fácil pues en los años de 1848 - 1883 fueron 

un total fracaso en el inicio de la enseñanza militar.  



Después de varios fracasos de la primicia de la Escuela Militar para la 

profesionalización de los miembros del ejército para el 7 de agosto de 1904 llegó a 

la Presidencia de la República el General Rafael Reyes. Recibió un país asolado 

por una guerra civil de tres años (Guerra de los Mil días), y a su vez, desmembrado 

por la pérdida del departamento de Panamá.   Estos dos sucesos delinearon el 

camino a seguir por el gobierno de Reyes durante los cinco años en que estuvo en 

el poder. En su discurso de posesión, el general manifestó la necesidad evidente de 

dejar atrás la época de guerras civiles, y para lograrlo, creía imperativo que “[…] 

dejemos a un lado para siempre las armas destructoras, olvidemos los grados 

militares alcanzados en aquellas luchas, y empuñemos instrumentos del trabajo que 

honra y dignifica para la fecunda labor de la industria y en la construcción de las 

vías de comunicación, cuya falta es el testimonio más patente de nuestro atraso 

económico e industrial” (Reyes, Posesion del Presidente de la República, 1904) 

La  llegada de un militar de los honores de Rafael Reyes vencedor de Enciso 

al solio presidencial no significó para el Ejército un realce en sus funciones, por el 

contrario, el gobierno de Reyes desmontó el voluminoso Ejército heredado de la 

contienda de los Mil Días; destinó los cuerpos que quedaron después de la 

reducción al trabajo en obras de construcción de vías y edificios, y disminuyó 

notablemente el presupuesto asignado al Ministerio de Guerra (Exposición de 

Rafael Reyes Presidente de la República de Colombia a sus compatriotas, 1906, P 

19) 

 

Cómo Se Concretó La Escuela Militar 

El gobierno de Reyes, buscando evitar enfrentamientos con la oposición 

liberal, ofreció los cargos diplomáticos a militantes de este partido. Uno de ellos fue 

Rafael Uribe Uribe quien fue designado como embajador para los países de Chile, 

Argentina y Brasil. Durante su estancia en Chile en 1905, Uribe observó y detalló la 

estructura del ejército de este país, concluyendo que era un buen ejemplo para ser 

seguido por el Ejército colombiano. Por esta razón, Uribe aconsejó al gobierno 

colombiano solicitar ante el gobierno de Chile, el envío a Colombia de una “misión 

militar” compuesta por un grupo de oficiales uno por cada arma, con el objetivo 



primigenio de implantar los nuevos reglamentos militares en el Ejército Colombiano. 

Este proyecto que fue plasmado, originado y propuesto por Uribe Uribe, fruto del 

conocimiento adquirido gracias a las continuas relaciones que mantuvo con oficiales 

chilenos durante el año de 1905 (Díaz, Ed, 1998, P13-56) 

El Ministro de Guerra, Manuel Sanclemente, emitió una circular en la que se 

informaba acerca de la próxima apertura de la Escuela Militar. Al parecer, aún no se 

tenía muy claro que tipo de población constituiría el estudiantado que iba a ingresar 

en la Escuela Militar donde se formarían los jóvenes que, finalizado sus estudios, 

accederían al Ejército como Jefes u oficiales. Esto se deduce de los mínimos 

condicionamientos exigidos para acceder a una beca: tener buena salud y poseer 

algunos conocimientos de instrucción elemental. Finalmente, esta inquietud se 

dilucida, ya que además de los 38 cadetes que fueron admitidos para su ingreso a 

la Escuela, se recibieron también veinte oficiales alumnos, con los siguientes 

rangos: tres capitanes, 13 subtenientes y cuatro hombres más, asimilados como 

oficiales alumnos. (Gaceta de Santander 3822, 1907)  

De esta forma, la Escuela Militar marcó una clara diferencia con respecto a 

la composición del estudiantado de academias o escuelas militares precedentes, al 

haber incluido a oficiales como alumnos. Culminado el proceso de selección de los 

estudiantes, se instauró formalmente la Institución el 20 de julio de 1907 bajo las 

siguientes palabras: “El propósito del gobierno al fundar la Escuela Militar es que en 

ella se formen los oficiales de nuestro Ejército sobre principios suficientemente 

sólidos para que hagan de él escuela de moralidad, de sobriedad, de fortaleza y 

disciplina”. Bajo este propósito, el modelo militar chileno era la vía más segura para 

emprender ese camino hacia la modernización del Ejército, que principió en 1907. 

(Alvárez, 1997. P 13)  

La Escuela Militar tuvo entre sus cimientos misiones militares de chile y suiza 

las cuales restructuraron y organizaron la institución entre los años de 1907-1926. 

Para el año de 1939 el ejército recibe armamento y equipos y llegaron al país las 

primeras misiones americanas, así mismo los oficiales colombianos salen a los 

Estados Unidos a perfeccionar sus conocimientos y una nueva doctrina va 

adoptándose en las Fuerzas Militares. (Camargo, 1988)  



 

Relación Especial De Sujeción 

Soportado en el hecho que el Ejército Colombiano se creó con el fin de que 

ejercieran una labor constitucional, como es la defensa de la soberanía, se entiende 

que los miembros del Ejército Nacional son servidores públicos y que como 

consecuencia de ellos nace con el estado una relación especial de Sujeción, como 

lo menciona la Sentencia C-037 de enero 28 de 2003. Magistrado ponente: Álvaro 

Tafur Galvis “En aquellos casos en los cuales existe una relación laboral de 

subordinación entre el Estado y una persona, se crea una relación de sujeción o 

supremacía especial debido a la situación particular en la cual se presenta el enlace 

entre la Administración y la aludida persona”, el estado puede exigir de sus 

funcionarios una debida observancia a los deberes, prohibiciones e inhabilidades 

que tienen para con el estado.   

En la Sentencia C-125 de febrero 18 de 2003, Magistrado Ponente: Marco 

Gerardo Monroy Cabra que “en el terreno del derecho disciplinario estricto, las 

Relaciones Especiales de Sujeción le conceden la posibilidad a la administración 

pública para imponer sanciones a sus funcionarios, para el logro de los fines y para 

el cumplimiento de los principios que gobiernan el ejercicio de la función pública. 

Por lo que entra dentro del ordenamiento jurídico el Derecho disciplinario que trae 

de la mano la potestad sancionadora de la administración se justifica en cuanto se 

orienta a permitir la consecución de los fines del Estado, a través de otorgarle a las 

autoridades administrativas la facultad de imponer una sanción o castigo ante el 

incumplimiento de las normas jurídicas que exigen un determinado comportamiento 

a los particulares o a los servidores públicos, a fin de preservar el mantenimiento 

del orden jurídico como principio fundante de la organización estatal”. Nos dice, 

igualmente la Corte Constitucional en Sentencia C-030 del 1 de Febrero de 2012, 

Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva, que “En el ámbito específico del 

derecho disciplinario, la potestad sancionadora de la administración se concreta en 

la facultad que se le atribuye a los entes públicos de imponer sanciones a sus 

propios funcionarios, y su fundamento constitucional se encuentra en múltiples 

normas de orden superior” 



Es preciso indicar que si bien los miembros de la fuerza pública son 

capacitados para ejercer su función constitucional, el estado espera de sus 

trabajadores un determinado comportamiento con el fin de mantener el orden 

jurídico en un estado social de derecho, por eso es indispensable que ese 

ordenamiento jurídico sea acorde y garante de lo que se pretende, por lo que es 

momento de introducirnos en los avances normativos. 

 

Avance Legislativo Y El Principio De Especialidad 

 

De acuerdo a lo preceptuado anteriormente es importante hace referencia a la 

Constitución de 1886, dentro de la cual se encuentra dispuesto en su  Título XVI DE 

LAS FUERZAS MILITARES lo siguiente: 

Sumario.- Servicio militar. Ejército permanente. Pie de fuerza. Obligaciones y 

derechos de los militares. Tribunales marciales. Milicia nacional. 

Artículo 165.- Todos los colombianos están obligados a tomar las armas 

cuando las necesidades públicas lo exijan, para defender la independencia 

nacional y las instituciones patrias. 

La ley determinará las condiciones que en todo tiempo eximen del servicio 

militar. 

Artículo 166.- La Nación tendrá para su defensa un Ejército permanente. La 

ley determinará el sistema de reemplazos del Ejército, así como los ascensos, 

derechos y obligaciones de los militares. 

Artículo 167.- Cuando no se fijare por ley expresa el pie de fuerza, subsistirá 

la base acordada por el Congreso para el precedente bienio. 

Artículo 168.- La fuerza armada no es deliberante. No podrá reunirse sino por 

orden de la autoridad legítima; ni dirigir peticiones, sino sobre asuntos que se 



relacionen con el buen servicio y moralidad del Ejército y con arreglo a las 

leyes de su instituto. 

Artículo 169.- Los militares no pueden ser privados de sus grados, honores y 

pensiones, sino en los casos y del modo que determine la ley. 

Artículo 170.- De los delitos cometidos por los militares en servicio activo y 

en relación con el mismo servicio, conocerán las Cortes marciales o Tribunales 

militares, con arreglo a las prescripciones del Código penal militar. 

       De lo anterior se acentúa la justicia penal y el fuero que la respalda, pues se 

trata de una función que se desprende del comando en cuya especialidad requiere 

de la experiencia y el conocimiento de los Militares,  no de cualquier ente público que 

no tiene las preparaciones para llevar a cabo el comportamiento de quienes la 

integran.  

      La entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991 dio un giro a la justicia 

tanto ordinaria como militar al nuevo ordenamiento, por lo cual los códigos de 

procedimiento y ejercicio de la función judicial tuvieron que sujetarse a este cambio 

significativo, así como los procesos penales. En el sector de Defensa se creó la 

Dirección General de la Justicia Penal Militar a cargo de un brigadier general, con 

responsabilidad en la vigilancia y correcta administración de la justicia en todos los 

niveles jerárquicos 

      Del Derecho español se recibió un modelo de instancias que ha sobrevivido hasta 

el presente, adaptándose a los cambios orgánicos de las formaciones de guerra. La 

primera corresponde a los mandos de regimiento (hoy batallón). La segunda, para 

fines de apelación o consulta, la constituía el Consejo Supremo de Guerra y por 

último la Corona. En el sistema republicano el Consejo Supremo vino a ser el Tribunal 

Superior Militar aún vigente y la Corona se remplazó por la Alta Corte, hoy Corte 

Suprema de Justicia en la instancia de casación. El Fuero Militar y todo el aparato 

jurídico que de él se desprendió como Justicia Militar han sido, pues, una constancia 

histórica de la jurisprudencia colombiana (Valencia, 2002) 



 

Para el año de 2002 entro en vigencia el Código Disciplinaria Único Ley 734 

de 2002 para todos los servidores públicos del estado y de manera especial para 

los miembros de las fuerzas militares, la ley 836 expedida el 17 de julio de 2003, 

normas que permitieron que el Estado ejerciera control Disciplinario con todos 

aquellos servidores públicos o particulares que ejercieran funciones públicas, en 

cabeza de la Procuraduría General de la Nación quien es el ente competente de 

manera preferente para adelantar y culminar los respectivos procesos.  Para el caso 

en cuestión es preciso indicar que con la entrada en vigencia de la Ley 836 de 2003 

en su artículo se estipulo el Principio de Especialidad que a la letra dice: “En 

desarrollo de los postulados constitucionales, al personal militar le serán aplicables 

las faltas y sanciones de que trata este régimen disciplinario propio, así como las 

faltas aplicables a los demás servidores públicos que sean procedentes” Con lo cual 

se abre la puerta para que los militares sean sancionados por faltas disciplinarias 

de la ley específica y la ley general.  

Es así como se vincula dentro de ordenamiento, el régimen jurídico para las 

fuerzas militares, encontrándose este como lo dice el principio antes mencionado 

en una calidad especial, además de lo ya dicho por que dentro de las fuerzas 

militares se encuentra como base la disciplina ejercida desde los superiores con la 

imposición de órdenes, como bien se encuentra en el artículo 17 de la ley 836 de 

2003.  

Aquel a quien se atribuye una función de mando es competente para expedir 

órdenes, según lo preceptúa el articulo 30 Ley 836 de 2003, con esta normatividad 

se le entrega a los miembros de las fuerzas militares competencia disciplinaria.  

La competencia disciplinaria la ejercen los Comandantes de la Fuerza con el 

fin de ejercer la disciplina ante sus subordinados, pues es claro que tratándose de 

una institución castrense su régimen es más exigente que cualquier servidor público 

y se basa en mandar y obedecer. 

En un marco general, se habla de subordinación o jerarquía cuando entre 

varios sujetos que están relacionados entre sí, uno o algunos tienen condiciones de 

autoridad, prevalencia, superioridad que hace surgir una situación no solo de 



respeto sino de acato de determinadas manifestaciones de voluntad; pero la 

relación de subordinación debe ser de derecho público.  

En nuestro ordenamiento actual (Ley 836 de 2003), la orden debe ser 

proferida por medio legal, igualmente debe ser conocida por el destinatario para que 

sea exigible su cumplimiento, en determinado tiempo y lugar; debe ser clara, precisa 

y de posible cumplimiento. Para que la orden sea legítima tiene que serlo en la forma 

y en su contenido así como el que la imparte debe ser competente para ello. Cuando 

se incumplen los anteriores presupuestos estaríamos en una orden ilegal. Se 

supone que los miembros de la fuerza pública deben acatar y cumplir las órdenes. 

La orden de superior jerárquica es una modalidad de la llamada “obediencia 

debida” para que se presente esta subordinación entre quien imparte la orden y 

quien la recibe y la ejecuta.  

La doctrina de la Corte Constitucional, desde un principio, ha considerado 

indispensable que dentro de las Fuerzas Militares reine un criterio de estricta 

jerarquía y disciplina, pero ha rechazado como inconstitucional la concepción 

absoluta y ciega de la obediencia castrense. De acuerdo a la Sentencia C-578 del 

04 de diciembre de 1995, Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz, el 

principio no absoluto de obediencia debida que prohíja la corte, no solamente 

corresponde a la noción aceptada por la conciencia jurídica universal como fruto de 

la evolución histórica y filosófica de tal concepto, sino que también coincide en el 

alcance que la doctrina del derecho penal le concede.  

Ha señalado la corte en su sentencia C-587-95, Magistrado Ponente: José 

Gregorio Hernández Galindo, “que la exoneración de responsabilidad consagrada 

para los militares en el inciso segundo del artículo 91 de la Carta –obediencia 

debida- tiene un alcance limitado pues sólo aplica cuando se establece que el 

inferior pudo tener una duda razonable acerca de la licitud de la orden, pero no 

cuando ésta es manifiestamente delictiva”. Sobre lo anterior es pertinente razonar 

si el personal de soldados profesionales puede polemizar sobre la duda razonable 

encontrándose en el área de combate a miles de kilómetros de la civilización y bajo 

circunstancias apremiantes cuando al parecer la orden cumple con los requisitos 

legales y donde su único medio de defensa en ese momento puede ser un fusil.  



Por ello aquellas conductas manifiestamente ilegales y constitutivas de 

violaciones contra el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho 

internacional humanitario no pueden aplicárseles esa causal de exoneración de 

responsabilidad. En ese sentido, es muy significativo que la Corte, en sentencia C-

578-95, Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz, haya condicionado la 

exequibilidad del artículo 15 del Decreto 85 de 1989, que consagraba el régimen 

disciplinario de los militares, a que las órdenes violatorias de los derechos humanos 

no deben ser ejecutadas y a que en caso de ser cumplidas, el subalterno no podía 

alegar la obediencia debida para exonerarse de responsabilidad. 

De acuerdo a lo antes mencionado es oportuno precisar que en el Ejercito 

Militar de Colombia se habla de Subordinación, que dentro de todos los campos se 

debe acatar con respeto y sobre todo con Disciplina siendo este uno de los pilares 

de la Fuerzas Armadas, esta relación está enmarcada en difusión de ordenes las 

cuales deben ser legales pues debe serlo en la forma y en su contenido, así como 

él que la imparte debe ser competente para ello. Como se dijo anteriormente si no 

se cumplen los anteriores supuestos estaríamos en una orden ilegal. Presupuestos 

que se deben tener en cuenta desde el nivel jerárquico más alto hasta el más bajo 

de la pirámide, dentro del presente escrito se ha precisado el nivel de estudio de los 

miembros de las Fuerzas Militares haciendo énfasis con mayor ahínco la 

capacitación de los Soldados Profesionales y su desempeño dentro del cuerpo 

armado por esta razón es importante tener en cuenta la doctrina de la Corte 

Constitucional, al mencionar que debe rechazarse la concepción absoluta y ciega 

de la obediencia castrense pues si se cae en este límite legal se estaría incurriendo 

en graves violaciones de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. 

Sin embargo sería prudente involucrar estos conceptos jurídicos a aquellos 

soldados profesionales que se encuentran en este momento ejerciendo su labor 

constitucional, sin más dilaciones que las de cumplir órdenes. 

 

A MODO DE CONCLUSIÓN 

 



Conforme a lo antes mencionado, se tiene que los soldados profesionales 

son jóvenes Colombianos que encuentran en la Institución Militar una fuente de 

estabilidad laboral y que para su ingreso a la fuerza no es necesario el título de 

Bachiller,  muchos de ellos sin saber leer ni escribir y que lo único que tienen claro 

es que se deben obedecer las órdenes por sus superiores, por lo que es pertinente 

que se haga un esfuerzo por mejorar los niveles de educación de los que se 

encuentran en primer nivel de la pirámide jerárquica, con el fin de exigir de ellos un 

razonamiento lógico sobre las órdenes impartidas por sus superiores, deben 

entender cuál es la concepción absoluta y ciega de la obediencia castrense, si están 

entrenados para obedecer sin refutar y disparar cuando se les mande. 

El legislador solicita de nuestros soldados la duda razonable, cuando nos 

encontramos en un país de guerra contante, cuando los propios soldados caen en 

campos minados, sería ideal que antes de exigir a los soldados una debida 

obediencia y raciocinio en el campo de batalla sean preparados para enfrentar más 

que la guerra de armas, la guerra jurídica que hoy por hoy tiene a muchos pagando 

condenas incontables por hechos como los llama la Corte, obediencia ciega a las 

órdenes militares. 

De acuerdo con los criterios antes expuestos los miembro de la fuerza pública 

debe tener presente en qué momento se pasa el límite de legalidad de las ordenes, 

pues según lo esbozado no debe llegar a una “obediencia ciega”, pues se caería en 

una ilegalidad. Sin embargo, el Régimen Jurídico de las Fuerzas Militares estipula 

como falta “demandar explicaciones al superior sobre el fundamento de una orden, 

reconvención u observación” aunque dicha falta ya fue objeto de estudio en 

sentencia C431-2004 no es viable que se encuentre aún vigente en el ordenamiento 

jurídico pues de alguna manera se legitima las ordenes arbitrarias con esto no es 

claro en qué momento no es posible que se exija ese nivel de obediencia a los 

funcionarios públicos y que se encuentren investigaciones por esa misma 

obediencia; encontrándonos dentro de un régimen castrense y una política estatal 

que día a día, exige mayor comprometimiento de sus servidores, es necesario 

imponer pautas serias de subordinación para los funcionarios de la fuerzas 

armadas, pues quien no delimita actividad no puede ser llamado a responder por 



sus presuntas omisiones o extralimitaciones. 

Si bien es cierto y como ya se mencionó el ejército ha evolucionado 

notablemente, logrando que los miembros que la integran tengan educación para 

desafiar las diferentes actividades a las que están expuestos logrando niveles de 

educación superiores a los que en la antigüedad se tenían, es posible que no se 

haya llegado a perfeccionar este importante requisito;  el pilar de la institución es la 

disciplina por medio de la cual se exige mayor compromiso a los miembros de la 

institución, sin embargo es posible que en aras de una obediencia ciega se cometan 

extralimitaciones o en cierta ocasiones abusos de autoridad que llevan a estos 

funcionarios públicos a afrontar investigaciones tanto penales como en materia 

disciplinaria sin medir las consecuencias.   

Buscar que las ordenes no contraríen el ordenamiento jurídico debe ser el fin 

de la política estatal,  en estos tiempos, no se puede volver a atrás con hombres 

simplemente armados, combatiendo por la “Soberanía” del país sin entender los 

mecanismos de lucha y mucho menos las políticas estatales, pues en la actualidad 

no existe ni siquiera seguridad jurídica para aquellos que entregan sus vidas en el 

“área de operaciones” y sin embargo, se habla de debida obediencia y de fuero 

militar. 

En este momento es oportuno entrar a valorar el trabajo que realizan los 

soldados Profesionales en el desarrollo de las operaciones militares en todo el 

territorio nacional pues son ellos los que están entrando a responder en niveles 

judiciales por las ordenes que reciben,  muchas veces se cumple la orden solo por 

el hecho que el que la emite es un superior y no por que se tenga total perspectiva 

de lo que se está requiriendo, pero si se pide una total claridad en el momento de 

responder  por sus actuaciones en los estrados judiciales, la perspectiva de estos 

hombres de lucha que son entrenados para tomar las armada y no para cuestionar 

sus actuaciones ante la justicia, muchos de ellos sin culminar sus estudios de 

bachillerato pues este no es un requisito esencial para ingresar a ser incorporado 

para ser Soldado Profesional;  lo que se quiere es concientizar sobre la 

responsabilidad que tienen los miembros de la fuerza pública y que para su mayor 

y mejor cumplimiento se tenga pleno conocimiento de la actividad que se está 



desarrollando, es fundamental que se legitime la actividad que realiza las fuerzas 

armadas, de modo que cuando sean llamados a responder por sus actos, entiendan 

el porqué de sus acciones y no exista la confusión de la debida obediencia con la 

simple obediencia, pues se debe tener suficiente criterio para acatar y cumplir las 

órdenes emitidas por un superior, que para muchos en el campo de batalla, es el 

que tiene las luces de emitirlas, bajos los lineamientos jurídicos que se necesitan, 

no es fácil identificar si en el momento de cumplir una orden se está bajo los criterios 

legales o bajo los criterios de un Comandante. 

Se ha dicho que la disciplina se hace extensiva no sólo a quienes en 

determinado momento deben obedecer una orden, sino también a quienes las 

instruyen, dado que el mando y la obediencia tienen en el ejército, una sucesión de 

experiencias asimiladas en el servicio que norman el comportamiento del superior y 

del subalterno: quien hoy obedece estará apto mañana para mandar.  La disciplina 

contempla el cumplimiento y observancia de leyes y reglamentos, mandatos y 

órdenes.  

El Doctor Agenor Gonzales Valencia menciona en su publicación OBEDIENCIA III 

Y DESOBEDIENCIA MILITAR LEGITIMADA del 13 de diciembre de 2008 precisa 

muy acertadamente lo siguiente:  

“Si bien es cierto que el instinto de conservación frente al enemigo no es excusa 

para violar las reglas de la guerra, también lo es que los soldados, a pesar de que 

se les entrene para obedecer “sin vacilación”, no son meros instrumentos de guerra. 

No son “máquinas de obedecer órdenes”. No son autómatas para quienes la 

autoridad es un bien y la obediencia ciega una virtud, cualquiera que sea la 

encrucijada en que los coloque la historia. Un soldado debe negarse a cumplir 

órdenes “ilegítimas”. No puede haber una obediencia “inmoral” por más disciplina 

castrense o razón de estado que se esgrima. 

Se tiene hoy, presente, los horrores de la guerra de invasión y de ocupación 

militares estelarizadas por Bush y Blair como jefes supremos de un ejército de 

autómatas en la que, los primeros caídos prisioneros en Irak, declararon a la prensa, 

azorados, que ellos sólo cumplían órdenes recibidas. Y así, los hechos hacen volver 

la mirada hacia el pasado, y hoy como ayer vuelven a escribirse las letras de molde 



que “el Ejército sólo recibió órdenes”. Así fue también en Argentina, en Chile, en la 

Alemania de Hitler donde el verdugo, enajenado por el poder, reclamó y obtuvo que 

el juramento de fidelidad y de honor de los militares no se dirigiera a la nación, sino 

al verdugo mismo: Hitler. Fue la descomposición dramática en plenitud de la lealtad 

a la patria del soldado alemán, del Ejército en sus fines al servicio de la Nación, es 

decir, al Estado, porque el Estado en la sociología moderna es la “nación 

organizada.” 

Se pregunta la Corte si el deber de abstenerse de ejecutar ordenes violatorias 

de derechos humanos o de la dignidad humana justifica constitucionalmente que, 

frente a una orden de esta naturaleza, el inferior pueda demandar explicaciones al 

superior. Entiende la Corte que esta demanda de explicaciones pretende aclarar las 

circunstancias de modo, tiempo y lugar en que debe ser ejecutada la orden, a fin de 

que el subalterno tenga claridad en cuanto a la misma. Dentro de este contexto, es 

decir inscrita en el momento en el cual la orden aparentemente inconstitucional ha 

sido proferida pero todavía no ha sido ejecutada, la Corte estima que resulta válida 

la posibilidad de demandar explicaciones, posibilidad que contribuye a sopesar con 

el superior la juridicidad de la acción antes de proceder a su ejecución. No obstante, 

dado que el principio de obediencia debida es la regla general sobre la que se 

fundan la disciplina y respeto del orden jerárquico, columnas vertebrales de la 

institución militar, esta posibilidad de demandar explicaciones debe ser 

absolutamente excepcional y restringida al evento de órdenes inconstitucionales por 

posible violación de derechos fundamentales o de la dignidad humana. Por fuera 

de este evento no caben demandas de explicación sobre órdenes, reconvención u 

observaciones provenientes del superior militar para que se puede demandar 

explicaciones el subalterno debe tener cierto criterio de conocimientos para que el 

superior admita la posibilidad de explicar las órdenes impartidas, pues en un 

sistema castrense tan estricto como el que rige el ejército Colombiano no es posible 

esperar argumentar las ordenes que se imparten por lo que a lo largo de la historia 

los subalternos son los que tienen “precarios conocimientos” que los superiores y 

así no sea así, tenga o no razón el subordinado no se toma en cuenta su opinión 

por su misma condición.  



Lo anterior sin pensar que sea  posible que se cambie la línea vertical que se 

tiene en las  filas militares pues esa es la organización esencial para una fuerza 

armada que tiene como fundamento la disciplina y la insubordinación; pero si es 

importante implantar criterios en los miembros de estas fuerzas para que en el 

momento que sea oportuno elijan si es legal o no la orden impartida, sin degenerar 

la voz de mando sino por el contrario impartiendo el mando bajo razonamientos 

lógicos y no al arbitrio del que ostente el poder. 
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